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Resumen

El Foro Nacional Ambiental, en conjunto con el Instituto de Estudios Urbanos de 
la Universidad Nacional y con la participación de numerosos expertos del Distri-
to Capital y de la Gobernación de Cundinamarca, de organizaciones no guber-
namentales, del sector privado, del sector académico y de muchos quienes han 
participado en la gestión pública y en el debate sobre la relación entre Bogotá y 
la Sabana en los últimos años, organizó la mesa de trabajo ‘Bogotá y la Sabana 
¿gobernabilidad posible?’ para abordar el tema de los conflictos de gobernabilidad 
en la expansión urbanística de la ciudad. Este documento sintetiza los principales 
temas debatidos y los aportes de los participantes. 

Bogotá, Universidad de los Andes, 12 de marzo de 2009

Con el respaldo del Ministerio de Am-
biente, Vivienda y Desarrollo Territo-
rial, del Consejo Nacional de Planea-

ción y del Banco Mundial, el Foro Nacional 
Ambiental inició a mediados del año pasado 
un proceso de discusión sobre los alcances, 
limitaciones y perspectivas del Sistema Na-
cional Ambiental (Sina), al cumplirse los pri-
meros quince años de la expedición de la 
Ley 99 de 1993.

En esta oportunidad, en conjunto con el 
Instituto de Estudios Urbanos de la Univer-
sidad Nacional, y con la participación de 
numerosos expertos del Distrito Capital y de 
la Gobernación de Cundinamarca, de orga-
nizaciones no gubernamentales, del sector 
privado, del sector académico y de muchos 
quienes han participado en la gestión pública 
y en el debate sobre la relación entre Bogotá 
y la Sabana en los últimos años, se organizó 
la presente mesa de trabajo para abordar el 
tema de los conflictos de gobernabilidad en 
la expansión urbanística de la ciudad. 

Estas notas presentan, en principio, una bre-
ve síntesis del trabajo preparado por Gerar-
do Ardila, director del Instituto de Estudios 
Urbanos de la Universidad Nacional de Co-
lombia, para auspiciar el debate de la mesa 
de expertos alrededor del tema Bogotá y la 
Sabana ¿Gobernabilidad posible?1 

A continuación se reseñan los comentarios 
suscitados por esta presentación central, a 
cargo de cuatro reconocidos analistas y ex-
pertos en la gestión pública urbana: María 
Mercedes Maldonado, experta del Institu-
to de Estudios Urbanos de la Universidad 
Nacional de Colombia, quien se refiere en 
particular a los diversos factores que marcan 
el conflicto en la relación entre Bogotá y la 
Sabana; Oscar Molina, Secretario Distrital 
de Planeación, quien aborda el tema de la 
gobernabilidad del Distrito Capital, enfati-
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Enfatiza en que se 
requiere un modelo 

de ciudad diferente al 
que ha prevalecido. 

Manifiesta que la ciudad 
se debe densificar, 

pero no al ritmo de las 
presiones de los grandes 

urbanizadores. Llama 
la atención sobre la 

necesidad de que surjan 
apuestas vigorosas, 

centradas en grandes 
programas de renovación 

urbana. 

zando en el enfoque y los avances del Plan 
de Ordenamiento Zonal del Norte actual-
mente en discusión; Sonia Durán Smela, 
quien desde su papel como alta Consejera 
para la Región Capital Bogotá analiza los 
avances de la gobernabilidad desde la vi-
sión del Departamento de Cundinamarca; y 
Carlos Vicente de Roux, quien presenta su 
visión sobre la gobernabilidad desde su po-
sición como concejal del Distrito Capital. A 
continuación se presenta una síntesis de las 
reflexiones de Germán Andrade, profesor 

de la Universidad de los Andes, 
sobre los aspectos ambientales 
de la relación entre Bogotá y la 
Sabana. 

Por último, en la última sección 
se reseñan diversos aspectos for-
mulados por los demás partici-
pantes en esta mesa de trabajo. 
Más que acuerdos de consenso, 
estas últimas reflexiones sinteti-
zan puntos de vista que reflejan 
diversos enfoques y criterios, 
muchas veces discordantes entre 
sí, sobre temas que llevan varios 
años sobre la mesa de discusión, 
alrededor de las múltiples relacio-
nes entre el desarrollo urbano de 
la ciudad y la calidad del medio 
ambiente en su entorno cercano 
y lejano.

1. La gobernabilidad: tema cen-
tral de discusión en la relación 

entre Bogotá y la Sabana

En su presentación, Gerardo Ardila resal-
ta cómo la demora en la declaratoria de la 
Reserva Forestal Regional del Norte y de su 
respectivo plan de manejo, ordenada por el 
entonces Ministerio del Medio Ambiente a la 
Corporación Autónoma Regional de Cundi-
namarca (CAR) y al Distrito Capital2, cons-
tituye un ejemplo sin igual de los conflictos 
derivados de una institucionalidad comple-
ja; y de las condiciones surgidas entre las 
acciones de gobierno y la dinámica social 
y política, en la cual los juegos de intereses 
determinan la dirección de los procesos aún 
a costa de acuerdos concretados en la nor-
matividad. A partir de este ejemplo, llama 
la atención sobre la necesidad de volver a 
pensar la posibilidad de gobierno de la Sa-
bana de Bogotá que incluya la protección de 
los valores ambientales extraordinarios que 
la conforman.

Enfatiza en que se requiere un modelo de 
ciudad diferente al que ha prevalecido. Ma-
nifiesta que la ciudad se debe densificar, pero 
no al ritmo de las presiones de los grandes 
urbanizadores. Llama la atención sobre la 
necesidad de que surjan apuestas vigorosas, 
centradas en grandes programas de renova-
ción urbana. No se trata entonces de frenar 
el desarrollo de la ciudad, sino de reorientar-
lo con decisiones claras y precisas.

Echa de menos una posición clara y contun-
dente del gobierno nacional frente al tema 
de las grandes urbes, predominando un mo-
delo central en lugar de un modelo policen-
trista. En el caso de Bogotá esto se expresa, 
por lo menos, en tres iniciativas de alto im-
pacto que reflejan la ausencia de una política 
de condensación de la ciudad: la expansión 
de viviendas en la margen occidental del río 
Bogotá; la declaratoria de alrededor de diez 
zonas francas en la Sabana; y el apoyo al 
tren de cercanías, sin una estrategia clara de 
concentración urbana. Concluye que las di-
versas iniciativas de búsqueda de consensos 
que se han dado en los últimos 50 años, han 
fracasado, lo cual se expresa, con toda cla-
ridad, en la ausencia de decisiones efectivas 
que hubieran permitido frenar la evidente y 
acelerada conurbación de la Sabana que se 
ha presentado en los últimos años.

2. Factores de conflicto en la 
relación entre Bogotá 

y la Sabana

María Mercedes Maldonado contextualiza sus 
comentarios resaltando cómo la declaratoria 
de la reserva forestal del Norte y, en general, 
la discusión sobre el ordenamiento y gestión 
en esa zona y las dificultades para implemen-
tar las respectivas decisiones, constituyen un 
interesante laboratorio para analizar los con-
flictos que se presentan en relación con la 
dimensión ambiental de los procesos de de-
sarrollo urbano. A partir de ahí desarrolla su 
análisis considerando, de una parte, los prin-
cipales factores y procesos presentes en la re-
gulación de la expansión de la ciudad hacia el 
Norte. Y de otra, sobre los contenidos especí-
ficos de las decisiones que se están tomando, 
o dejando de tomar, resalta la indefinición de 
criterios y decisiones claras y oportunas sobre 
la declaración de una reserva forestal en un 
gran centro urbano, que parece ser la opción 
que prima en situaciones de especial conflicto 
como estas: los actores públicos hacen todo 
lo posible por no adoptar decisiones.
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La distribución de 
competencias entre 
niveles de gobierno 

se ha visto afectada 
por transformaciones 
institucionales como 
la fusión del Ministerio 
de Ambiente con las 
direcciones encargadas 
del desarrollo urbano o 
territorial del Ministerio 
de Desarrollo Económico. 
Si bien en términos 
conceptuales generales 
una agrupación de este 
tipo no es necesariamente 
inconveniente, las razones 
y la manera como fue 
implementada en Colombia 
dejan muchas dudas. 

En relación con los factores, resalta las 
relaciones entre niveles de gobierno y la 
tendencia a una creciente centralización 
en materia de regulación de los usos del 
suelo; la tensión entre decisiones a cargo 
de los organismos colegiados de elección 
popular (particularmente en el nivel muni-
cipal) y el ejecutivo; las debilidades de la 
participación ciudadana; la creciente par-
ticipación de los jueces en las decisiones 
de ordenamiento territorial; y la pérdida 
de capacidad institucional, tanto pública 
como privada. 

a.	I njerencia creciente del nivel 
nacional en la regulación de los 
usos del suelo, en contravía con 
la competencia constitucional 
otorgada a los Concejos 
municipales 

La distribución de competencias entre ni-
veles de gobierno se ha visto afectada por 
transformaciones institucionales como la fu-
sión del Ministerio de Ambiente con las di-
recciones encargadas del desarrollo urbano 
o territorial del Ministerio de Desarrollo Eco-
nómico. Si bien en términos conceptuales 
generales una agrupación de este tipo no es 
necesariamente inconveniente, las razones y 
la manera como fue implementada en Co-
lombia dejan muchas dudas. 

En el tema concreto de la interacción entre 
las determinantes ambientales y las decisio-
nes de desarrollo urbano, y la competencia 
de regulación de los usos del suelo, se en-
frenta una evolución un tanto complicada. 
Mientras las disposiciones constitucionales y 
legales tienden a establecer de manera clara 
la imposibilidad de que la intervención del 
nivel central deje sin contenido alguno su-
plante, o interfiera indebidamente, el ámbito 
de la autonomía municipal, al mismo tiem-
po, han reconocido una excepción: en casos 
de tutela del medio ambiente, por conside-
rarlo un interés colectivo y un bien o interés 
jurídico que merece protección especial, se 
justifica la superposición de las decisiones 
nacionales sobre las de los gobiernos subna-
cionales. Un buen ejemplo de esta concep-
ción es la declaratoria de la reserva forestal 
del Norte: a pesar de que el entonces Mi-
nisterio del Medio Ambiente llegó incluso a 
pormenorizar usos e intensidades de los usos 
del suelo –incluso en contravía con normas 
municipales, en opinión de la expositora– el 
Consejo de Estado consideró ajustadas a 

derecho y de obligatorio cumplimiento esa 
forma de regulación de los usos del suelo.

Ahora bien, es evidente que esa posición 
plasmada en la ley y en la jurisprudencia 
parte de un supuesto: el compromiso, quizás 
mayor, del nivel nacional con la protección 
ambiental. Ese supuesto de entrada iría 
en contravía con la concepción inicial del 
Sistema Nacional Ambiental que condujo 
a la Ley 99 de 1993: un sistema de abajo 
hacia arriba, que asumía como uno de sus 
pilares las comunidades políticas locales en 
sus distintas manifestaciones. En segundo 
lugar, la ya mencionada 
fusión de ministerios con-
dujo a una confusión en el 
gobierno de los intereses 
ligados al desarrollo urba-
no con la tutela del medio 
ambiente. Esto ha resulta-
do inconveniente, porque 
cuando dichos intereses se 
expresan en términos de 
lógicas rentistas o especu-
lativas, raramente apuntan 
al interés general, lo cual 
hace parte de la esencia de 
la dimensión ambiental. Si 
bien el anterior Ministro –ya 
que el gobierno lo hacen 
personas concretas, no las 
entidades– demostró cierto 
compromiso con algunos 
temas en los que los intere-
ses ambientales estaban en 
juego, la hipótesis de la ex-
posición es que, en el caso 
del desarrollo urbano, el ba-
lance estuvo por lo general a favor de esa 
expresión rentista y desarrollista a ultranza 
del sector inmobiliario a la que se acaba de 
hacer referencia. Hay varios ejemplos que 
no es del caso mencionar aquí, pero que 
hacen parte del comportamiento analizado 
por Alejandro Gaviria en su columna del 
7 de marzo pasado en El Espectador, don-
de califica como de manejo corporativista 
el comportamiento del gobierno nacional, 
traducido en actuaciones puntuales y reite-
radas dirigidas a beneficiar sectores especí-
ficos o determinados intereses particulares. 

El columnista hace referencia a ciertas me-
didas de política industrial que ponen al ser-
vicio de intereses particulares el presupuesto 
nacional, en el caso que se comenta, lo que 
se pone en juego en el desorden territorial. 
Así las cosas, el control en la toma de deci-
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Pero aún habiendo 
acuerdo con las 
decisiones de la 

concertación ambiental, 
como ocurrió con los 
gobiernos distritales 

posteriores, y teniendo 
facultades suficientes 

para definir las 
condiciones de gestión 

de esa área, el gobierno 
distrital ha dado la 

espalda a la Reserva.

siones que le han conferido las decisiones 
del legislativo y el judicial, en el campo am-
biental, corre el riesgo de actuar en contra 
del interés que pretendían con buen sentido 
proteger, cual es el derecho colectivo a un 
ambiente sano. Los casos de la sustracción 
de una porción importante de terrenos aún 
sin edificar en los Cerros Orientales, o de 
las interpretaciones recientes sobre las deci-
siones tomadas por el Ministerio del Medio 
Ambiente respecto a la expansión del Norte, 
son buenos ejemplos. Ni hablar de lo que 
ocurre en los temas exclusivamente de de-

sarrollo urbano, donde vía de-
cretos presidenciales se ha ido 
minando crecientemente la au-
tonomía municipal.

La CAR, por su parte, utiliza 
como uno de los argumentos 
para no declarar la Reserva la 
interferencia del nivel nacional 
en su autonomía. Se olvidan 
los funcionarios y asesores ac-
tuales, que los mismos direc-
tivos de la Corporación, en el 
año 2000, defendieron a fondo 
la declaratoria de esta zona de 
protección; e incluso decisiones 
más allá, como lo indica la po-
nencia de Gerardo Ardila, de 
declarar como zonas rurales el 

corredor de la autopista y el sector San Si-
món. Se puede estar de acuerdo con que 
la mejor alternativa no fue la determinación 
detallada de usos del suelo por parte del Mi-
nisterio; pero esa decisión fue el producto de 
una de las actuaciones más importantes de 
la CAR en mucho tiempo, desvirtuada por 
las administraciones posteriores.

Por su parte el gobierno distrital, durante tres 
alcaldías sucesivas, entre otras razones por 
los problemas derivados de la inconveniente 
sustitución de su competencia y responsabi-
lidad en la regulación de los usos del suelo 
por instancias superiores, ha sido indiferente 
a lo que pasa en una porción muy impor-
tante de su territorio, donde sigue pendiente 
de definir un régimen pormenorizado de uso 
y manejo y un plan de gestión de la Reser-
va. Todas las entidades nacionales, regio-
nales y distritales se escudan en la falta de 
declaratoria formal de la Reserva. Durante 
un tiempo la justificación fue la espera de 
la sentencia del Consejo de Estado, ante la 
demanda contra las resoluciones del Minis-
terio presentadas por el mismo gobierno dis-

trital bajo la conducción del alcalde Enrique 
Peñalosa. Pero aún habiendo acuerdo con 
las decisiones de la concertación ambiental, 
como ocurrió con los gobiernos distritales 
posteriores, y teniendo facultades suficien-
tes para definir las condiciones de gestión 
de esa área, el gobierno distrital ha dado la 
espalda a la Reserva.

Si en la revisión del POT de Bogotá en el 
año 2003 se tomó, por ejemplo, la decisión 
de retornar al uso rural parte del sector co-
nocido como Guaymaral, definido por el Mi-
nisterio como de expansión urbana en baja 
densidad, ¿por qué no se adoptó ninguna 
decisión específica respecto a la Reserva del 
Norte? ¿Por qué solo muy recientemente, y 
por efecto de las solicitudes de ciudadanos 
interesados en el tema, empezó a considerar 
al menos tangencialmente la Reserva den-
tro del Plan Zonal del Norte, luego de varios 
años planificando de manera fragmentada 
ese territorio que combina suelos urbanos, 
de expansión, rurales y de protección?

b.	 Decisiones de ordenamiento 
territorial que se toman por de-
creto, sin pasar por la adecuada 
determinación de los organismos 
colegiados de elección popular: 
los concejos municipales y el 
Congreso Nacional

Los planes de ordenamiento territorial 
(POT), a pesar de su puntillismo y excesivo 
reglamentarismo, no dejan de contener deci-
siones generales y de posponer muchas de-
cisiones de carácter estructurante y cruciales 
para el ordenamiento nacional. Mientras 
los POT, mal que bien, surten una etapa de 
consulta ciudadana y, sobre todo, son some-
tidos a la discusión del Concejo, buena par-
te del ordenamiento territorial de detalle es 
adoptado en numerosos y dispersos tipos de 
instrumentos de planeamiento ideados por 
la administración, sin ser sometidos a este 
organismo que puede replicar y ampliar las 
posibilidades de participación de la ciuda-
danía, o al menos, ampliar el espectro de 
intereses que en ellas inciden. Incluso los 
dos POT adoptados en la ciudad han sido 
formalizados mediante decreto del Alcalde y 
no por Acuerdo Distrital. A pesar de que en 
cabeza de los Concejos está la regulación de 
los usos del suelo, su participación en esta 
importante dimensión del gobierno urbano, 
en muchos casos, se reduce a un control po-
lítico, por lo general reactivo o a posteriori, 
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A pesar de que en 
cabeza de los 
Concejos está la 

regulación de los usos del 
suelo, su participación en 
esta importante dimensión 
del gobierno urbano, en 
muchos casos, se reduce 
a un control político, por 
lo general reactivo o a 
posteriori, y por ahora 
desarticulado y carente de 
una visión de conjunto del 
ordenamiento territorial 
de la ciudad. 

y por ahora desarticulado y carente de una 
visión de conjunto del ordenamiento territo-
rial de la ciudad. 

Algo similar ocurre en el nivel nacional. La 
Ley 388 de 1997 regula de manera detalla-
da muchos de los aspectos de contenido y 
procedimiento en materia de planeación fí-
sica y gestión del suelo. Uno de los grandes 
objetivos de esta ley era servir de marco 
general a una función pública municipal: 
el ordenamiento del territorio. A pesar de 
esto, el ejecutivo ha dado muestras de una 
excesiva utilización de su capacidad gene-
ral de reglamentación, atendiendo a pro-
blemas e intereses puntuales, creando dis-
persión e incoherencia, y sobreponiéndose 
a las facultades del legislador para coartar 
y restringir la autonomía y facultad regula-
toria municipal.

c.	D eterioro de los mecanismos de 
participación de la ciudadanía, 
especialmente en las institucio-
nes del Sistema Nacional Am-
biental (Sina)

En relación con este aspecto se resaltan los 
siguientes puntos:

Poca efectividad de los mecanismos es-•	
tablecidos por la ley para garantizar la 
participación ciudadana en los órganos 
de dirección de las corporaciones autó-
nomas regionales.

Débil recurrencia por parte de la ciuda-•	
danía a mecanismos de vigilancia y de 
movilización frente a las decisiones del 
Estado. 

En el caso de la no declaratoria de la •	
Reserva Forestal del Norte, esto se ex-
presa en la ausencia de reclamación ciu-
dadana por la dilación injustificada en el 
cumplimiento de la norma que obliga a 
esta declaratoria. 

La magnitud de los conflictos y la debi-•	
lidad institucional desbordan la capaci-
dad y voluntad de los funcionarios de las 
respectivas instituciones.

d.	L a participación de los jueces en 
las decisiones de ordenamiento 
territorial

Al igual que en muchos otros espacios de la 
vida social, los jueces han hecho presencia 
a través de las acciones tradicionales de in-
constitucionalidad e ilegalidad, y de las más 

innovadoras de tutela, colectivas o de grupo; 
es decir, a instancia de los ciudadanos. 

No es del caso desarrollar la interesante y 
vigente discusión sobre el papel del juez no 
solo en la función clásica de interpretación y 
aplicación de la ley, sino incluso en la inci-
dencia sobre decisiones o acciones concretas. 
En muchos casos la indecisión o ambigüedad 
de otros operadores jurídicos conduce a esa 
participación, en la que, se insiste, participa 
también el ciudadano que moviliza el poder 
judicial y que conduce a que, de la abstrac-
ción y la generalidad de la ley, se pase a la 
singularidad y la concreción donde, como in-
dica Diego López, es la decisión y no la ley la 
que crea la autoridad. 

Como en toda acción de un 
agente público, puede haber 
contradicciones o problemas 
en algunos fallos pero, en tér-
minos generales, la acción de 
los tribunales ha sido positiva. 
De manera similar a lo que 
ha sido la participación de 
la Corte Constitucional en la 
concreción y realización ma-
terial de la dimensión social 
de los acuerdos políticos y el 
proyecto de sociedad conte-
nido en la Constitución, hay 
más razones para celebrar 
que para criticar la participa-
ción de los jueces en la di-
mensión ambiental y territo-
rial de ese acuerdo. El papel 
del juez no es sencillo: se trata de traducir en 
acciones concretas algo ajeno a la mentalidad 
jurídica dominante en la cultura occidental: 
los intereses y derechos colectivos. 

e.	L a pérdida de capacidad 
institucional pública y privada

A su vez, como factor explicativo y como re-
sultado de todos estos procesos, y de la par-
ticipación desarticulada de todos los actores 
mencionados, se presenta una creciente pér-
dida de capacidad institucional pública; de 
la cual tampoco es ajena el sector privado 
en sus distintas expresiones.

En relación con los contenidos específicos 
de la decisión adoptada dentro del proceso 
de concertación de los aspectos ambientales 
del POT, de Bogotá en 2000 de declarar y 
gestionar una reserva forestal en el Norte, se 
destacan los siguientes aspectos.



6

Foro Nacional Ambiental

Las prácticas y 
decisiones de los actores 
públicos que trabajan en 

el campo ambiental están 
en mora de actualizar 
y articular las normas 

ambientales con las de 
ordenamiento o desarrollo 

territorial.

a.	P roblemas de articulación 
entre las normas ambientales 
y las de desarrollo territorial 

Las prácticas y decisiones de los actores pú-
blicos que trabajan en el campo ambiental 
están en mora de actualizar y articular las 
normas ambientales con las de ordenamien-
to o desarrollo territorial; las cuales, por ser 
más recientes, tienen una visión más con-
temporánea de la regulación de los usos del 
suelo. En concreto, se refiere a la categoría 
jurídica de clasificación del suelo, que define 
derechos y obligaciones o responsabilidades 
de los propietarios de suelo y es la decisión 
básica que establece el contenido y alcance 

del derecho de propiedad. El 
suelo se clasifica en rural, de 
expansión, urbano, suburbano 
y de protección. Esta última ca-
tegoría es mucho más potente 
que las categorías de áreas pro-
tegidas previstas en el Código 
Nacional de Recursos Natura-
les, en tanto que es expresión 
de la función social y ecológica 
de la propiedad.

Como en otros casos, los am-
bientalistas continúan manejan-
do categorías, hoy un tanto ob-
soletas, como la de afectaciones 
o la de los límites externos a la 

propiedad, que han sido superadas y redefi-
nidas por las normas y por la jurisprudencia 
en el campo urbanístico. 

b.	L a categoría de protección 
asignada a la franja de conexión 
o Reserva del Norte

La decisión del Ministerio de declarar la re-
serva como una reserva forestal es una de las 
dificultades reales para llevar a la práctica la 
decisión, ya que esta categoría, heredada de 
la visión norteamericana de la naturaleza in-
tocada, corresponde por lo general a un es-
quema de propiedad pública del suelo, hoy 
controvertida y replanteada por las múltiples 
alternativas, obviamente no exentas de difi-
cultades, que abogan por las áreas protegi-
das ocupadas y con usos compatibles con la 
conservación. En una zona periurbana, con 
ocupaciones ya existentes reconocidas por 
el mismo Ministerio, la categoría de reserva 
forestal contribuye más a bloquear la imple-
mentación de la decisión, que a facilitarla; y 
refuerza la tendencia, aparentemente cómo-
da, a dilatar indefinidamente la decisión por 

parte de los responsables públicos. Hay que 
poner en juego la creatividad, para buscar 
salidas a la gestión de ese territorio, que lo-
gren el objetivo de conservación que se le 
ha asignado en un largo proceso de discu-
sión técnica y política; pero que reinvente 
las posibilidades de manejo y encuentre 
ocupantes y propietarios dispuestos a apos-
tar a la conservación en zonas urbanas.

Por tanto, no basta con la simple declarato-
ria de la reserva para resolver el tema. Lo 
más importante es definir sus condiciones 
específicas de gestión. Al amparo, primero, 
de la lenta espera de la decisión de un tri-
bunal y, luego, del cúmulo de razones y te-
mores para declararla, las autoridades pú-
blicas –incluida la distrital en relación con 
su propio territorio– han hecho muy poco 
para gobernar un territorio donde pasan 
cosas, existen actores concretos que tienen 
derecho a decisiones claras, y están latentes 
o manifiestos presiones y conflictos. Se han 
perdido ocho años para tomar decisiones 
de fondo; y para movilizar una discusión 
ciudadana que contribuya a concretarlas. 
La ausencia de este tema en el Plan Zonal 
del Norte es una preocupante expresión del 
problema.

c.	 Los derechos de los  
propietarios de suelo 

De otra parte, está el tema del régimen de la 
propiedad privada del suelo. O, visto de otra 
manera, la gestión de áreas protegidas de 
propiedad privada, que es el mismo proble-
ma de los Cerros Orientales, donde, por lo 
menos, unas 5.000 hectáreas son de propie-
dad oficial (de la Empresa de Acueducto). 
Por una parte, está el tema de los derechos 
adquiridos, el cual tiene relación con las posi-
bilidades que alguna vez tuvieron los propie-
tarios de dar desarrollo urbano a sus terre-
nos. Ese tema ha sido bastante bien aclarado 
a nivel conceptual y jurídico. Las normas de 
carácter general, que tan solo otorgan facul-
tades generales y abstractas para urbanizar 
y construir, no crean derechos adquiridos. 
Es más, las normas de derecho público no 
crean derechos adquiridos. Las normas de 
uso y edificabilidad pueden ser variadas, sin 
que haya lugar a compensación o indem-
nización. El propietario tuvo posibilidad de 
concretarlas durante todo el término de su 
vigencia y por su propia voluntad no lo hizo. 
En ese sentido la decisión de 2000 fue la de 
reafirmar el carácter rural de ese suelo, para 
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La pregunta que surge 
entonces es cuál es 
el momento o grado 

en que una decisión de 
ordenamiento, como la 
declaratoria de un área 
protegida, despoja de todo 
contenido económico al 
derecho de propiedad, al 
punto que equivale a una 
supresión de la totalidad 
de los atributos del dominio 
(como ocurre en el caso 
de la expropiación) dando 
lugar a compensación o 
indemnización.

que sobre un suelo rural fuera declarada el 
área protegida. 

La otra expresión del problema es la del con-
tenido material del derecho de propiedad, 
que le da sentido económico, en términos 
de valor de uso y valor de cambio, según 
la Corte Constitucional, a ese derecho. Un 
propietario tiene derecho al núcleo esencial 
de su propiedad, es decir, a un nivel míni-
mo de uso y disfrute que se traduzca en esos 
valores de uso y de cambio, no a un valor 
determinado de la propiedad.

La pregunta que surge entonces es cuál es 
el momento o grado en que una decisión de 
ordenamiento, como la declaratoria de un 
área protegida, despoja de todo contenido 
económico al derecho de propiedad, al pun-
to que equivale a una supresión de la to-
talidad de los atributos del dominio (como 
ocurre en el caso de la expropiación) dan-
do lugar a compensación o indemniza-
ción. Este problema jurídico no está total-
mente resuelto en nuestro ordenamiento: 
se prevén estímulos o compensaciones a 
la conservación, o mecanismos dirigidos 
a asegurar la equidad o tratamiento igual 
entre propietarios, más no necesariamente 
un reconocimiento de indemnización por 
efecto de estas decisiones; lo que, por lo 
demás, sería contrario a la función social y 
ecológica de la propiedad. Mucho menos 
opera esa posibilidad de compensación en 
suelo rural que es la clasificación jurídico-
urbanística de los terrenos de la reserva, 
excepción hecha de la franja final que atra-
viesa el corredor de la Autopista Norte y 
justamente conecta la franja de conexión 
con los Cerros Orientales, que es urbana. 

Ante este problema surge de nuevo la pre-
gunta de si una reserva forestal es la cate-
goría más adecuada; y si la solución para 
las áreas protegidas es la compra pública 
de ese suelo (sin descartar una posible ini-
ciativa para su adquisición por parte de 
la ciudadanía organizada, como ha ocu-
rrido en algunas ciudades). Considera la 
expositora, para cerrar este tema, que la 
alternativa de un régimen de uso y manejo 
compatible con la conservación y el objeti-
vo de establecer conectividad entre los ce-
rros y el río Bogotá puede ser mucho más 
eficaz, respetando el núcleo esencial de la 
propiedad o nivel mínimo de disfrute, que 
es lo que defiende nuestro ordenamiento 
jurídico.

d.	S ectores populares y áreas 
protegidas

Queda por último un tema que también ha 
sido discutido en el proceso de formula-
ción del Plan Zonal del Norte: el porcentaje 
adecuado de Vivienda de Interés Prioritario 
(VIP), o sea vivienda de máximo $33 mi-
llones, o dirigida a atender la población de 
más bajos recursos. Si se tiene en cuenta 
la composición socio-económica de la po-
blación de Bogotá y de su crecimiento es-
perado, y la población donde se presentan 
las condiciones de vivienda 
precaria o déficit cualitati-
vo, ese porcentaje debería 
ser alrededor del 50 por 
ciento. No más del 25 por 
ciento de la vivienda que se 
ha construido en la ciudad 
en los últimos años corres-
ponde a este rango de pre-
cios, la mayoría en el tope, 
y solo un siete por ciento 
corresponde a la vivienda 
de más bajo precio; razón 
por la cual alrededor del 50 
por ciento de las viviendas 
nuevas de la ciudad son 
construidas en procesos in-
formales. Se argumenta que 
ese porcentaje altera la financiación del Plan 
Zonal. A lo que se puede responder que una 
cosa es el suelo y otra el proceso de cons-
trucción de viviendas de interés social; y pre-
guntar si hay un precio mínimo del suelo que 
se quiere reconocer a los propietarios. En el 
caso extremo lo que puede ocurrir es que el 
gobierno distrital deba asumir un porcentaje 
algo mayor de los costos de urbanización en 
esta zona; pero lo haría generando nuevas 
condiciones de integración y de diversidad 
social.

Y es pertinente ligar esta discusión con la de 
las áreas protegidas. Si se logra llevar a la 
práctica, como es deseable, la decisión de 
declarar y gestionar el área protegida, sería 
igualmente deseable que un espacio de esa 
magnitud y con esa calidad ambiental, al 
tiempo que las infraestructuras y servicios 
que serán construidas, sean disfrutados por 
las familias de menores ingresos. Familias 
hasta ahora arrojadas a la ilegalidad urba-
nística, cuando no a las zonas de riesgo. El 
porcentaje del 50 por ciento es apenas co-
herente con las propuestas del programa 
de gobierno de lucha contra la segregación 
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La definición de los 
distintos tipos de uso del 

suelo no la lleva a cabo 
el POZ del Norte. Este 

Plan solo retoma normas 
anteriores establecidas 

por el Plan de 
Ordenamiento Territorial 

del Distrito.

socio-espacial. El panel de expertos propu-
so en su momento una zona de vivienda de 
alta densidad, para altos ingresos, de frente 
a la Reserva. Esta decisión no fue, afortu-
nadamente, acogida por el Ministerio, por-
que expresa una visión que considera que 
este tipo de vivienda es más compatible con 
la conservación; lo cual ha estado presente 
también en las propuestas de manejo de los 
Cerros Orientales. Por el contrario, una gran 

área protegida, combinada con 
una amplia oferta de suelo ur-
banizado de calidad para las 
familias más vulnerables (los 
desplazados en primer lugar), 
sería un real cambio en las re-
glas de juego del ordenamiento 
territorial en nuestras ciudades; 
y un ejemplo concreto de redis-
tribución de las rentas de desa-
rrollo urbano o plusvalías, ese 
cambio por el que apostaron 
los actores que participaron en 
la formulación de la Constitu-
ción de 1991 y, en parte, de la 
Ley 388 de 1997.

3.El Distrito Capital 
y la gobernabilidad

Oscar Molina, actuando como Secretario 
Distrital de Planeación, centró su presen-
tación en los avances que se han logrado 
durante el último año en la formulación del 
Plan de Ordenamiento Zonal del Norte. En 
primer lugar, resalta que hay un buen nivel 
de coordinación institucional entre la Gober-
nación de Cundinamarca y la Alcaldía del 
Distrito Capital alrededor de propuestas de 
fortalecimiento de la gobernabilidad en la 
Sabana. Propuestas que se expresan en una 
política de desarrollo urbano, con la adecua-
da protección del medio ambiente.

En términos específicos, señala cómo el Plan 
de Ordenamiento Zonal del Norte, que se 
consigna en el proyecto de decreto actual-
mente en curso, es un instrumento de regla-
mentación básica, que orienta el presente 
y el futuro de lo que quiere la ciudad para 
esta zona. No se trata entonces de dar vía 
libre a la construcción, sino de evitar el peor 
escenario que se generaría al dejarla sin re-
glamentación alguna. 

En relación con el contenido de dicho Plan, 
resalta cómo para el manejo del borde norte 
de la ciudad, en relación con los tres tipos de 
áreas posibles (rural, urbana y de expansión 

urbana), el POZ plantea tres piezas funda-
mentales: el respeto por el suelo rural; el res-
peto al establecimiento futuro de una zona 
de reserva forestal; y la definición del Plan 
de Ordenamiento Zonal del Norte, en una 
importante proporción en suelo clasificado 
como urbano.

La definición de los distintos tipos de uso del 
suelo no la lleva a cabo el POZ del Norte. 
Este Plan solo retoma normas anteriores es-
tablecidas por el Plan de Ordenamiento Te-
rritorial del Distrito. En consecuencia:

El POZ del Norte solo es una pieza dentro 
del manejo del borde norte de la ciudad, 
circunscrita en su mayor parte al perímetro 
urbano; y, en menor medida, a una parte 
del territorio declarada apta para expansión 
urbana. 

En el •	 POZ del Norte no se tocan áreas 
determinadas como de suelo rural; ni se 
aborda el tema de la reserva forestal. 

Se incluye dentro del •	 POZ del Norte la 
zona de San Simón, la cual está decla-
rada dentro del perímetro urbano desde 
1993. Igualmente la franja a lado y lado 
de la Autopista Norte. Pero se excluyen 
de este Plan el Cerro de la Conejera y 
los temas relativos a la Avenida Longitu-
dinal de Occidente (ALO), por estar loca-
lizados en su totalidad en suelo rural.

Se presta una especial atención al tema •	
ambiental y de conectividad ecológica 
entre los Cerros Orientales y la ronda 
del río Bogotá. Los usos del suelo que 
puedan interrumpir esta conectividad se 
están abordando desde distintas pers-
pectivas, para mantener los corredores 
ecológicos. En particular, este esfuerzo 
se concentra en:

Garantizar la continuidad de los i.	
parques cementerio con otros es-
pacios verdes.
Mantener espacios verdes en los ii.	
desarrollos urbanísticos privados, 
organizándolos de forma tal que la 
conectividad oriente-occidente se 
mantenga. 
Organizar las cesiones de espacio iii.	
público, teniendo en cuenta igual 
criterio.

El POZ del Norte se ha venido revisando •	
y ajustando durante todo el año pasado, 
incorporándose cambios importantes en 
la siguiente dirección:
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Establecimiento de una estrategia i.	
de desarrollo o urbanización gra-
dual.
Establecimiento de planes de regu-ii.	
larización de los desarrollos irregu-
lares actualmente existentes.
Condicionar los nuevos desarrollos iii.	
a la definición de planes parciales 
específicos.

Dando prioridad al perímetro urbano, •	
el POZ del Norte solo contempla el ins-
trumento de programación del uso del 
suelo bajo tres escenarios:

La resolución de problemas de vías, i.	
privilegiando las vías alternas. No 
se comparte la propuesta de am-
pliación de la Autopista Norte, en 
parte porque compromete la zona 
central de la misma que cumple im-
portante función de conectividad 
ecológica. 
La regularización de desarrollos ii.	
que, como San Simón y la Parce-
lación Bavaria, se dieron con pozos 
sépticos y sin redes de alcantarilla-
do; y la no aprobación de nuevos 
proyectos de construcción en áreas 
que no cuenten con cobertura de 
las redes de servicios públicos do-
miciliarios, para evitar la extracción 
de agua subterránea. 
La aplicación de criterios de cota iii.	
mínima urbanizable, definidos por 
la Empresa de Acueducto y Alcan-
tarillado de Bogotá.

El •	 POZ del Norte es un proceso de regla-
mentación básica, que permite abordar 
la regulación específica del área, sin la 
premura que podría conducir a graves 
descalabros. Está abierta la discusión, 
para brindar posibilidades de desarrollo 
con protección ambiental. En particular, 
dentro de los principales problemas a re-
solver se destacan: 

El alto impacto ambiental derivado i.	
de desarrollos urbanos en el área, 
sin conexión a las redes de alcan-
tarillado.
El alto impacto ambiental de la am-ii.	
pliación de la Autopista del Norte.
La gran cantidad de usos del suelo iii.	
irracional por parte de los desarro-
llos dotacionales de colegios, uni-
versidades y clubes sociales.

La declaración de un área protegida, •	
como la reserva forestal, no es tema re-
lacionado con el POZ del Norte sino con 
el Plan de Ordenamiento Territorial del 
Distrito, el cual ya está aprobado. Es re-
lación con este tema, existe un marcado 
contraste entre las normas establecidas 
alrededor del POT y la realidad de usos 
del suelo. Frente a esta declaratoria, la 
propuesta del Distrito es que, en concor-
dancia con este contraste, se modifique 
la norma para declarar un área de suelo 
protegido y no un área protegida.

En síntesis, el POZ del Norte busca solucio-
nes de compromiso con todos los sectores 
sociales, sin desconocer a los principales ac-
tores de poder, para definir una estrategia 
de urbanismo de calidad que 
conjugue todos los usos del 
suelo con los elementos cen-
trales de la estructura ecológi-
ca de la zona.

Finalmente, frente al interro-
gante planteado por los parti-
cipantes sobre el hecho de que 
en el mapa con que se ilustra 
la presentación se produce 
una interrupción de la zona de 
reserva o franja de conexión 
entre los Cerros Orientales y 
el río Bogotá, que ya había resaltado Gerar-
do Ardila, definiéndola como un tapón en el 
área protegida justo en su contacto con los 
cerros, manifiesta los siguientes puntos:

Si bien en esa área están previstos planes •	
parciales, se establecerán restricciones en 
el diseño para asegurar la conectividad.

La discusión del proyecto de decreto •	
que establece el POZ del Norte no está 
cerrada; en particular, para discutir este 
tema, se compromete a establecer dos 
espacios específicos de discusión:

Una mesa de trabajo con especialis-i.	
tas en el tema, para analizar los de-
talles técnicos a la luz del actual pro-
yecto de decreto del POZ del Norte.
Un foro amplio de expertos, para ii.	
presentar y discutir las conclusiones 
de la mesa de trabajo.

Llama la atención especialmente iii.	
sobre la importancia de no opo-
nerse al POZ del Norte, concebido 
como una reglamentación básica 
del área y no como un conjunto de 
decisiones específicas sobre cada 

La resolución de 
problemas de vías, 
privilegiando las vías 

alternas. No se comparte la 
propuesta de ampliación de 
la Autopista Norte, en parte 
porque compromete la zona 
central de la misma que 
cumple importante función 
de conectividad ecológica.
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área. Reglamentación básica orien-
tada, en esencia, a la formalización 
de desarrollos irregulares actual-
mente existentes; y hacia la aper-
tura de espacios para garantizar un 
urbanismo futuro de calidad. Resal-
ta que es mucho más grave que esa 
zona continúe con una indefinición 
en los usos del suelo.

4. El departamento de 
Cundinamarca y la 

gobernabilidad

Sonia Durán Smela, alta Consejera para 
la Región Capital Bogotá-Cundinamarca, 
desde la gobernación del departamento, 
manifiesta su desacuerdo con la visión de 

fracaso de los consensos regio-
nales. Para sustentar su punto 
de vista, resalta los siguientes 
componentes de las relaciones 
institucionales para el desarro-
llo territorial regional:

En la actualidad, los avances •	
en las estrategias de desarrollo 
territorial regional se concretan 
en la relación de los planes de 
ordenamiento territorial de 25 
municipios del departamento 
y del Distrito Capital. Además 
de la interacción entre los entes 
territoriales, se avanza en me-
canismos de coordinación ins-

titucional regional que, como en el caso 
de la relación departamento-CAR, se 
requieren para propender por la armo-
nía en la región. Según esta visión, estos 
avances cuestionan la afirmación que se 
hace sobre el fracaso de los procesos de 
consenso regional que se han impulsado 
en la región en los últimos 50 años.

El proceso de construcción de región dio •	
un salto muy importante en el período 
2003 a 2007, con el establecimiento de 
una agenda común de temas regionales. 
Esta institucionalización en el Departa-
mento termina por concretarse, en el 
año 2008, mediante la conjugación de 
dos iniciativas: 

Todas las secretaría del Departa-i.	
mento actuando con una visión 
regional.
Se evoluciona del concepto de ciu-ii.	
dad-región, actuado desde el cen-
tro hacia la periferia, hacia un con-

cepto de región-capital que integra 
todo el Departamento alrededor de 
diferentes ejes estructuradores.

Se inicia un proceso de institucionali-•	
zación de temas regionales, con un rol 
determinante de la Gobernación en 
el fortalecimiento municipal, bajo una 
perspectiva de articulación entre el go-
bierno nacional y los entes territoriales 
en un escenario de alto grado de siner-
gia con el Distrito Capital. 

Las recomendaciones del Consejo Na-•	
cional de Política Económica y Social 
sobre Políticas y Estrategias para la Ges-
tión Concertada del Desarrollo de la Re-
gión Bogotá-Cundinamarca (Documen-
to Conpes 3256 del 19 de diciembre de 
2003) fueron recogidas e incorporadas 
en los términos de referencia del con-
trato de consultoría ejecutado en el año 
2008, el cual proporciona las bases para 
comprender el territorio regional.

Contrarrestando la tradicional visión •	
individualista de los distintos munici-
pios, este esquema plantea estrategias 
articuladas entre sí, sobre temas básicos 
de orden territorial regional. Dentro de 
ellos se destacan un modelo de orde-
namiento territorial para 25 municipios 
de la región; un modelo para el ordena-
miento de la Región-Nuevo Aereopuer-
to Eldorado; un modelo de movilidad 
regional; un plan de logística regional; 
y unos lineamientos ambientales regio-
nales.

Los anteriores ejes temáticos se han in-•	
corporado en dos instrumentos básicos 
de planeación: el Plan de Desarrollo del 
Departamento de Cundinamarca y el 
Plan de Desarrollo del Distrito Capital. 
En el caso del Departamento, los temas 
ambientales se han postulado en el res-
pectivo Plan de Desarrollo desde una 
perspectiva regional, buscando la estruc-
turación de una secretaría de integración 
regional departamental.

Se establece un convenio interinstitucio-•	
nal entre el Distrito Capital y la Gober-
nación de Cundinamarca para la confor-
mación de la Región-Capital, orientado 
a adelantar un proceso de integración 
regional de conformidad con los respec-
tivos planes de desarrollo y establecien-
do reglas claras hacia la construcción de 
una instancia de planificación que cons-
truya región.

Aunque la construcción 
de una entidad territorial 

no parece tener futuro 
frente al peso político de 
los departamentos, en un 

escenario de ausencia 
de una adecuada ley de 

ordenamiento territorial, 
es de alta pertinencia 
el establecimiento de 

instancias de planificación 
consensuadas.
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Aunque la construcción de una entidad •	
territorial no parece tener futuro frente al 
peso político de los departamentos, en un 
escenario de ausencia de una adecuada 
ley de ordenamiento territorial, es de alta 
pertinencia el establecimiento de instan-
cias de planificación consensuadas. 

Estas iniciativas se orientan hacia la bús-•	
queda de mecanismos asociativos que se 
concreten, entre otros, en el establecimien-
to de contratos de gestión territorial que 
expresen decisiones de alianzas estratégi-
cas entre iniciativas públicas y privadas.

Es necesario replantear determinaciones •	
tomadas por el gobierno central que vio-
lentan la autonomía territorial y la pla-
neación regional, con graves impactos 
ambientales que comprometen el desa-
rrollo regional. Esto se expresa especial-
mente en casos como: 

Las normas de ordenamiento territo-i.	
rial establecidas en el Decreto 3600 
de 2007 del gobierno nacional
El programa de construcción, defi-ii.	
nido por el gobierno nacional, de 
34 mil viviendas en zona rural de 
Soacha y de 100 a 120 mil vivien-
das en el corredor Soacha-Madrid-
Mosquera. Programa que convierte 
en urbanizables, por decreto, algu-
nas zonas declaradas actualmente 
como de uso rural.
El proyecto Amarilo, con 26 a 34 iii.	
mil equipamientos en un área de 
240 a 320 hectáreas, el cual reque-
riría una adecuada articulación con 
planes regionales para evitar serios 
impactos que se ocasionarían si se 
ejecuta tal como está propuesto en 
la actualidad.

En síntesis, resalta cómo el Departamento de 
Cundinamarca tiene la plena voluntad de ve-
lar por el cumplimiento de las normas ambien-
tales y territoriales, revisando y ajustando los 
planes de ordenamiento territorial de los mu-
nicipios de la región, con el concurso decidido 
de la sociedad civil y el sector académico. 

5. Una visión desde el Concejo 
Distrital sobre la 

gobernabilidad 
El concejal Carlos Vicente de Roux inicia 
sus reflexiones manifestando cómo, desde el 
Concejo de Bogotá, viene adelantando ges-

tiones ante la administración distrital frente 
al tema del borde norte de la ciudad. Resalta 
que ha encontrado una actitud receptiva y, 
aunque no se han logrado acuerdos claros, 
gracias a la gestión de diversos sectores sí 
ha sido posible evitar muchos desaguisados. 
Dentro de sus reflexiones se resaltan las si-
guientes:

En lo ambiental, se propuso a la admi-•	
nistración darle configuración amplia y 
una delimitación precisa de la reserva 
forestal en relación con la zona de desa-
rrollo urbano. Se debe garantizar la re-
serva forestal, a pesar de que la CAR no 
haya procedido a su declaratoria.

No se puede permitir el taponamiento •	
de la conectividad entre los cerros orien-
tales y el río Bogotá, y por tanto, los de-
sarrollos urbanos previstos en esa última 
franja –urbana– del área protegida pro-
puesta, debe ser replanteado

Se deben acatar estricta-•	
mente las decisiones del 
Ministerio de mantener 
la misma norma vigente 
en el momento de ser 
expedido el POT res-
pecto al sector conocido 
como San Simón y al 
corredor de la autopista. 
Particularmente, respec-
to a San Simón, la de-
cisión del Ministerio fue 
mantener una densidad 
de cuatro viviendas/ha y 
el proyecto de plan zonal propone 40. 
La baja densidad en los extremos guar-
da relación con el objetivo de evitar la 
conurbación.

El tema del borde norte del Distrito hay •	
que analizarlo en el contexto de tres te-
mas relacionados con los servicios públi-
cos que ha priorizado la administración: 
la movilidad, el manejo de excretas y el 
uso de aguas subterráneas.

En este escenario, el manejo de un bor-•	
de norte altamente segmentado, enfren-
ta tres grandes retos: la no declaración 
por parte de la CAR de la reserva forestal 
ordenada por el antiguo Ministerio del 
Medio Ambiente y la falta de planes de 
manejo de los humedales; el manejo de 
usos y densidades en el límite norte; y la 
regulación de los desarrollos irregulares 
ya existentes al sur de la reserva.

Es necesario replantear 
determinaciones 
tomadas por el 

gobierno central que 
violentan la autonomía 
territorial y la planeación 
regional, con graves 
impactos ambientales que 
comprometen el desarrollo 
regional.
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La previsión de un porcentaje más alto •	
de suelo para Vivienda de Interés Priori-
tario que el actualmente establecido

6. Aspectos ambientales de la 
relación Bogotá y la Sabana

El profesor Germán Andrade, de la Univer-
sidad de los Andes, presenta sus reflexiones 
sobre Aspectos ambientales de la relación 
Bogotá y la Sabana3. Dentro de estas re-
flexiones se destacan, entre otros, los si-
guientes aspectos: 

Una gestión ambiental sin •	
norte para la Sabana de Bogo-
tá.

Al postulado dei.	  pensar en 
lo global y actual en lo local, se 
debe incorporar la visión de pla-
nificar en lo regional.

Para afrontar disyuntivas ii.	
como ciudad regional o región 
urbana, las instituciones legales 
y de planificación se han vuelto 
obsoletas.

Predominan conceptos am-•	
bientales insuficientes para re-
flejar la realidad de la ciudad y 

la Sabana.

El escenario ideal no se correspon-i.	
de con un escenario de bienestar 
real de la población.
El imaginario ambiental de los es-ii.	
pecialistas no se corresponde con la 
dinámica real de las tendencias a la 
conurbación
Es preciso pensar lo ambiental des-iii.	
de la perspectiva del bienestar de 
la población real, y no solo desde 
el imaginario de un escenario am-
biental ideal.

Las decisiones que se están tomando •	
apuntan directamente a la conurbación 
de la Sabana de Bogotá.

Frente a la alternativa de especiali-i.	
zación de los sub-centros urbanos, 
ha predominado una visión de ar-
chipiélago urbano.
La clave para el control de esta ii.	
tendencia está en una empresa de 
carácter público: la Empresa de 
Acueducto que, con una estrategia 
clara de expansión y de venta de 
agua en bloque, se ha convertido 

en el principal agente urbanizador 
de facto que tiene la región.

Distancia mayúscula entre objetivos am-•	
bientales y la realidad de la población. 

Hipótesis central: predomina una i.	
visión ambiental expresada en nor-
mas e instituciones que actúan en 
contravía de los deseos de la ciu-
dadanía.
Necesidad de adecuar la concep-ii.	
ción de áreas protegidas, para sin-
tonizarla con las necesidades de la 
gente.
¿Cuál es el significado de un corre-iii.	
dor de conectividad? ¿Se refiere a 
una conectividad de la fauna? ¿A 
una conectividad visual? ¿A una 
conectividad de espacios verdes? 
¿A una conectividad solo viable en 
el pasado histórico?
Se detecta una clara omisión de la iv.	
visión de estructura ecológica prin-
cipal para la sabana de Bogotá.

En síntesis, vislumbra un futuro para la Sa-
bana marcado por una inevitable conurba-
ción y una gran conflictividad entre las ins-
tituciones, lo cual compromete seriamente 
todo tipo de gobernabilidad

7. Reflexiones y recomendaciones 
de otros expertos participantes 

en el foro

A partir de los temas abordados por cada 
uno de expositores y por los comentaristas 
centrales, se aborda un debate con amplia 
participación del conjunto de expertos con-
vocados. Dentro de diversas reflexiones y 
puntos de vista, y sin que puedan ser en-
tendidas como conclusiones de consenso 
ante la gran diversidad de criterios expresa-
dos durante el foro, se resaltan los siguientes 
puntos: 

Se manifiesta extrañeza por la ausencia •	
de la Corporación Autónoma Regional 
de Cundinamarca –CAR, en un foro en 
el cual se trata un tema central de su 
competencia: la declaratoria de la reser-
va forestal, de carácter obligatorio, en el 
norte de Bogotá.

Se resalta la importancia de fortalecer •	
los procesos de planificación en los pla-
nes de ordenamiento territorial de los 
municipios. Lo que se haga en Bogotá, 
es modelo para el resto del país para 

¿Cuál es el significado 
de un corredor de 

conectividad? 
¿Se refiere a una 

conectividad de 
la fauna? ¿A una 

conectividad visual? 
¿A una conectividad de 

espacios verdes? ¿A una 
conectividad solo viable 
en el pasado histórico?
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asumir con responsabilidad conflictos 
entre los procesos de desarrollo urbano 
y el medio ambiente.

Es necesario aprovechar al máximo la •	
institucionalidad ambiental creada por la 
Ley 99 de 1993. Incluso en el escenario 
actual, en donde se ha generado un de-
bilitamiento de esta institucionalidad, es 
preciso desplegar con el mayor énfasis 
posible todo su potencial.

Ante la relevancia de los problemas plan-•	
teados en el borde norte de la ciudad, 
se llama la atención sobre la necesidad 
de no abandonar la atención sobre otros 
sectores claves de la relación entre Bo-
gotá y la Sabana. En particular se resalta 
la importancia de tener en cuenta un re-
ciente estudio adelantado por la Univer-
sidad de los Andes sobre los problemas 
el occidente de la Sabana. Y se pone de 
presente la gran acumulación de todos 
los problemas y conflictos urbanos que 
se evidencian en el sur de la ciudad.

Se plantea continuar el debate alrededor •	
de la doble función de las corporaciones 
autónomas regionales, como autorida-
des ambientales y como ejecutoras de 
presupuestos públicos.

Se propone restablecer en Cundina-•	
marca una secretaría departamental del 
medio ambiente que, sin establecerse 
como autoridad ambiental propiamen-
te dicha, asuma funciones de liderazgo 
de programas y proyectos ambientales 
conjuntos con las administraciones mu-
nicipales. 

Igualmente, para fortalecer la goberna-•	
bilidad ambiental en Cundinamarca se 
propone la constitución de un consejo 
departamental ambiental, conformado 
por las cuatro corporaciones autónomas 
regionales del Departamento y la autori-
dad ambiental del Distrito, que establez-
ca redes de gestión ambiental con los 
municipios. Este consejo debería asumir 
funciones técnicas y normativas, de di-
seño de políticas públicas con carácter 
vinculante.

Los procesos de conurbación son emi-•	
nentemente políticos y se han venido 
expresando como tales en las diferentes 
administraciones. Es este escenario, la 
actual administración, aunque se des-
taca por su carácter democrático, no ha 
logrado dilucidar un rumbo alternativo.

En relación con el desarrollo de la ciu-•	
dad, el problema central es cómo con-
servar unos espacios públicos. Es, por 
tanto, un problema de bienestar huma-
no: cómo responder a los requerimientos 
del los seres humano en la ciudad que se 
está construyendo actualmente.

El papel de la Empresa de Acueducto •	
como impulsora de la conurbación se 
profundiza con la pérdida de carácter 
como empresa pública; y su transforma-
ción en una empresa rentable, bajo el 
mandato de la ley de servicios públicos 
domiciliarios. Se requiere por tanto res-
catar su carácter público.

A pesar de las diversas •	
políticas y planes de or-
denamiento territorial, 
y de los esfuerzos que 
se hacen por racionali-
zar el crecimiento de la 
ciudad, la conurbación 
es inevitable. Estrategias 
como el tren de cerca-
nías y la venta de agua 
en bloque, conducen de 
manera irreversible a un 
escenario similar al de 
Ciudad de México. Ni el 
río Bogotá, ni los peque-
ños ríos y quebradas, ni 
los humedales tienen opción de recu-
peración; su situación es catastrófica, 
a pesar de los planes de desarrollo en 
marcha. La urbanización de los Cerros 
Orientales, especialmente al sur de la 
ciudad en la salida a Villavicencio, con-
tinúa de manera acelerada a pesar de la 
legislación y de los esfuerzos por frenar 
esta tendencia. En este escenario, por lo 
menos se deben concentrar los esfuerzos 
para hacer la ciudad más vivible.

Se propone abrir espacios a la sociedad ci-•	
vil y a la administración pública para pen-
sar en una ciudad para el siglo XXI que 
establezca relaciones adecuadas entre los 
seres humanos y el resto del universo. Esto 
en dirección a volver a pensar el proble-
ma, en su verdadera dimensión, con nue-
vos elementos de juicio que dejen atrás el 
pensamiento heredado que ha conducido 
a una sin salida como la actual. Igualmen-
te, se llama la atención sobre la responsa-
bilidad que cabe a la sociedad civil, la cual 
debe repensarse a sí misma para asumir 
los nuevos retos que tiene que enfrentar. 

Se resalta la 
importancia de 
fortalecer los procesos 

de planificación en los 
planes de ordenamiento 
territorial de los municipios. 
Lo que se haga en Bogotá, 
es modelo para el resto 
del país para asumir con 
responsabilidad conflictos 
entre los procesos de 
desarrollo urbano y el medio 
ambiente.
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En toda la Sabana hay que buscar un •	
equilibrio social en el acceso al espacio 
público. En los municipios más pobres es 
más notoria la falta de espacio público, 
especialmente en aquellos que se vienen 
estructurando como municipios dormi-
torio de la población de bajos ingresos.

En la propuesta de •	 POZ del 
Norte presentada por la admi-
nistración distrital, predominan 
los mayores espacios verdes 
bajo régimen de propiedad pri-
vada. Además, con el énfasis en 
el perímetro urbano se dejan en 
el limbo jurídico las áreas rura-
les y las de expansión urbana, 
generando muchas posibilida-
des de corrupción.

En relación con la Mesa de •	
Planificación Regional, que se-
sionó durante la administración 
Peñalosa, se señala que ésta 
integró una comisión especial 

para emitir un concepto sobre el futuro 
urbanístico de la ciudad, y no solo para 
discutir temas ambientales. En esa comi-
sión, expertos urbanistas como Germán 
Samper y Rogelio Salmona manifesta-
ron expresamente su criterio de que el 
borde norte debería ser, desde el punto 

de vista urbanístico, una zona de protec-
ción ambiental, con una función deter-
minante en la recarga de los acuíferos.

Se resalta cómo el borde norte de la •	
ciudad, conocido popularmente como 
cielo-roto, se caracteriza por ser la zona 
de mayor pluviosidad de la Sabana; y 
cómo ocupa un papel de primer orden 
en la recarga de los acuíferos de la re-
gión.

Se propone, por último, trabajar para •	
constituir un mecanismo permanente de 
reflexión y debate, al estilo de Bogotá, 
¿cómo vamos?, centrado principalmen-
te en el seguimiento y análisis de la rela-
ción entre el medio ambiente y los pro-
cesos de desarrollo urbano.

Notas

Ver Mesa de expertos: Quince años del Sistema Nacional 1.	
Ambiental (SINA), evaluación y perspectivas, en Foro 
Nacional Ambiental, Documento de Políticas Públicas 
no N° 28, diciembre de 2008.

Ver el texto completo de estas reflexiones en Foro Nacio-2.	
nal Ambiental, Documento de Políticas Públicas N° Nº 
30 de 2009.

Ministerio del Medio Ambiente, resoluciones 475 del 17 3.	
de mayo y 621 del 28 de junio del 2001.

Una presentación completa de estas reflexiones se en-4.	
cuentra en Foro Nacional Ambiental, Documento de Po-
líticas Públicas N° 30 de 2009.

Se propone, por último, 
trabajar para constituir un 

mecanismo permanente 
de reflexión y debate, 

al estilo de Bogotá, 
¿cómo vamos?, centrado 

principalmente en el 
seguimiento y análisis de 
la relación entre el medio 

ambiente y los procesos 
de desarrollo urbano.
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Nº 29. Desarrollo sostenible en la 
ecorregión eje cafetero (Jornada 
de trabajo regional. Síntesis de 
conclusiones y recomendaciones)

En estas notas se retoman las principales apreciacio-
nes y conclusiones de una jornada de trabajo sobre 
el desarrollo sostenible en la ecorregión Eje Cafete-
ro, los consensos y, en algunos casos, los disensos. 
Pero resaltando especialmente la visión propositiva, 
que predominó durante toda la reunión, para en-
frentar los importantes retos de la política ambiental 
regional. Estas reflexiones se organizan alrededor 
de cuatro grandes áreas temáticas: (i) la política 
integral del agua; (ii) la biodiversidad y el Sistema 
Regional de Áreas Protegidas (SIRAP); (iii) café, 
medio ambiente y desarrollo sostenible; y (iv) la ins-
titucionalidad en la construcción de ecorregión. Se 
anexa además, como complemento, la Declaración 
Final suscrita por los expertos participantes en esta 
Jornada de Trabajo Regional. Tomando como an-
tecedentes la evolución institucional de los últimos 
años, especialmente con motivo de la emergencia 
regional desatada por el terremoto en 1999, se hizo 
una detallada revisión de diversos temas de gestión 
ambiental y se abordaron distintas percepciones del 
desarrollo sostenible en la ecorregión. 

Nº 28.	Q uince años del sistema nacio-
nal ambiental (sina), evaluación  
 perspectivas (Mesa de Expertos. 
Síntesis de conclusiones 
y recomendaciones)

Estas notas presentan una síntesis de los principa-
les planteamientos, interrogantes e interpretaciones 
planteadas por los expertos en la mesa dedicada a 
los Quince años del Sistema Nacional Ambiental 
(SINA): Evaluación y Perspectivas, con la activa par-
ticipación del ministro Juan Lozano y la viceministra 
Claudia Mora, alrededor de un aspecto central: el 
análisis de la gobernabilidad ambiental del Estado 
colombiano y de sus limitaciones, en contraste con 
las expectativas generadas por la ambiciosa reforma 
institucional que dio origen al SINA.

Nº 27.	C aptura de carbono en sistemas 
de pasturas y silvopastoriles en cua-
tro ecosistemas de América tropi-
cal vulnerables al cambio climático 

Este artículo documenta científicamente el alto po-
tencial de los sistemas de pasturas, agropastoriles 
y silvopastoriles tropicales en la recuperación de 
áreas degradadas, en la captura y almacenamien-
to de carbono y, consecuentemente, en la reduc-
ción de emisiones de Gases de Efecto Invernadero 
(GEI), particularmente de CO2, potencial compa-
rable en algunos ecosistemas al del bosque nativo 
secundario. 

Presenta los resultados de cinco años de investiga-
ción realizada por un proyecto internacional, multi-
institucional y multi-ecosistémico en cuatro ecosis-
temas tropicales de América Latina vulnerables a 
los efectos adversos del Cambio Climático: Lade-
ras Andinas, Colombia; Bosque Tropical Húmedo, 
Amazonía, Colombia; Bosque Tropical Húmedo, 
Costa Atlántica de Costa Rica; y Bosque Tropical 
Sub-húmedo, Costa Pacífica de Costa Rica. 

La difusión de este artículo tiene como fin contri-
buir a la reflexión sobre los riesgos ambientales en 
que se podría incurrir al transformar un ecosistema 
natural de pastizales (grasslands en inglés) –como 
los Llanos Orientales de Colombia– en otros usos 
del suelo –ejemplo cultivos para la producción de 
biocombustibles–, sin antes realizar un estudio y 
evaluación científica de los efectos ambientales de 
dicha transformación, en particular captura de C y 
flujos netos de GEI.

Nº 26. Indicadores fiscales y económicos 
de la política ambiental en Colombia

En trabajos recientes, con el apoyo del Foro Na-
cional Ambiental, se ha avanzado en el análisis 
de la asignación de recursos públicos a la política 
ambiental, desde dos perspectivas centrales: las 
tendencias generales de la asignación de recursos 
nacionales; y las características particulares del fi-
nanciamiento de la política ambiental regional1. 
Como complemento a ese esfuerzo, aquí se reto-
man estos temas, para ubicar dentro de ellos otros 
aspectos no menos importantes desde la perspecti-
va del análisis económico y financiero de la política 
ambiental. Por una parte, los incentivos tributarios 
a la inversión ambiental del sector productivo, me-
diante descuentos en el impuesto a las ventas (IVA), 
en el impuesto a la renta y, más recientemente, en 
los impuestos a la gasolina en el marco del estímulo 
a los biocombustibles. Los incentivos económicos 
al uso racional del agua, a través de las tasas por 
uso del agua y las tasas retributivas por vertimientos 
contaminantes. Y, por último, las relaciones entre el 
financiamiento de la política ambiental regional y 
las finanzas de los entes territoriales. Para tal efec-
to se presenta aquí un conjunto de indicadores de 
seguimiento descriptivo, y en algunos casos, de 
evaluación analítica, para someter a discusión dos 
aspectos centrales de la política ambiental: la mag-
nitud de los recursos financiaros asignados tanto a 
las entidades del Estado como al sector productivo; 
y la efectividad de alguna de esas asignaciones, en 
función de los objetivos de la política ambiental, en 
los pocos casos en que esta aproximación analítica 
es posible dadas las restricciones de información 
disponible. Finalmente, se formulan algunas reco-
mendaciones, especialmente orientadas a llamar la 
atención sobre la necesidad de mantener y conso-
lidar este tipo de aproximaciones analíticas, como 
insumo fundamental para alcanzar los objetivos de 
política propuestos.

Policy papers
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Nº 25. Estructura ecológica principal 
y áreas protegidas de Bogotá

La Estructura Ecológica Principal EEP, que incluye 
las denominaciones de áreas protegidas, parques 
urbanos, corredores ecológicos y la zona especial 
del río Bogotá, es componente fundamental del 
ordenamiento de Bogotá, y de éste con la región. 
Si bien se reconoce esta importancia en lo jurídico 
y lo técnico, la información básica frente a la EEP 
es aún baja, y las políticas que orientan su gestión 
están en el mejor de los casos, todavía en proceso 
de consolidación. Hay actores e instancias sociales 
que avanzan en estos procesos (cerros, humedales, 
etcétera), aunque queda pendiente el tema referi-
do a la inequidad en la distribución en la sociedad 
de los costos y beneficios de la conservación y a la 
participación ciudadana en ésta, que debe ser una 
construcción de territorio. También, las oportuni-
dades de desarrollo humano ligado con la conser-
vación, han permanecido por fuera de las agendas 
prioritarias de las administraciones. Así, a partir del 
análisis de determinantes técnicos y sociales de la 
gestión de áreas protegidas y suelos de protección, 
se perfila una agenda amplia para la gestión insti-
tucional especializada, y para la gestión transversal 
publica en el Distrito Capital, y en sus relaciones 
con la construcción de una territorialidad regional 
y de un sistema nacional de áreas naturales prote-
gidas. 

Nº 24. Cinco ejes analíticos para 
comprender la Amazonia actual

El valor de la Amazonia colombiana en la era de la 
globalización es un eje conflictivo en la relación de 
los habitantes de la región (indígenas y no indíge-
nas) con las autoridades nacionales. La definición 
de sus potencialidades territoriales está todavía li-
gada a visiones prejuiciosas sobre la selva (peligro-
sa e indomable) y quienes viven en ella. El debate 
–como subraya este documento– va más allá de lo 
ecológico, implicando lo económico, social, cultural 
y político, como condicionantes del desarrollo y la 
conservación.

Nº 23. Los territorios indígenas tras-
lapados con áreas del Sistema de 
Parques Nacionales Naturales en 
la Amazonia colombiana: situación 
actual y perspectivas

La legislación relacionada con el Sistema de Par-
ques Nacionales Naturales no ha logrado clarificar 
y resolver los conflictos derivados de la presencia 
humada en las áreas del sistema, ni de la existencia 
misma de dos legislaciones: la nacional y la indíge-
na. Por lo tanto, la propiedad, usos y restricciones 
de amplios territorios están ligados a la negociación 
de las partes en cuanto a la articulación y la ade-
cuación de la normatividad vigente, en beneficio de 
las comunidades que habitan las áreas traslapadas 
y del conjunto de la nación. 
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